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1. Antecedentes: las decisiones de
octubre de 2002 y junio de 2003

La Agenda 2000 preveía una revisión
intermedia de la misma en 2002 para
(eventualmente) adaptar las medidas en
vigor a la evolución de los mercados. Sin
embargo, la Comisión, aprovechando tal
coartada, fue más lejos en sus propuestas
(Comisión, 2002b y 2003b), convirtiéndo-
las en «una perspectiva política a largo
plazo en favor de una agricultura sosteni-
ble», y adaptándolas a su vez a los reque-
rimientos financieros de la decisión del

Consejo Europeo de Bruselas, de 24 y 25
de octubre de 2002. En realidad, esta
decisión marcó el inicio del proceso de
reformas de la PAC en curso. En su virtud,
se decretó la congelación al nivel existen-
te en 2006 del apoyo a la política de mer-
cados agrarios para el período 2007/2013
y, resaltémoslo, además, distribuyéndolo
entre los 25 en lugar de los 15. Con tal
proceder se hacían patentes los temores
presupuestarios que inspiraba la futura
ampliación en la primera política de gasto
comunitaria. De hecho, tan sólo después
de este acuerdo se pudieron cerrar las
negociaciones de adhesión, en Copenha-
gue, en diciembre de 2002.

Tras un arduo tira y afloja entre los 15,
el proceso concluyó con el acuerdo del
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Consejo de Ministros de Agricultura de 26
de junio de 2003, en Luxemburgo. Para la
política de mercados agrarios, la reforma
ha conformado un nuevo modelo de
apoyo a las explotaciones que, por regla
general, ha de entrar en vigor el 1 de
enero de 2005 y que se compone de tres
nuevos instrumentos y dos nuevos princi-
pios, dentro del Reglamento (CE)
1782/2003 (1):

— Tres nuevos mecanismos en la polí-
tica de mercados: a) la disociación
(decoupling) de las ayudas respecto a la
producción, convertidas en un pago único
por explotación calculado a partir de los
montantes percibidos en el período
2000/2002, con la opción para los Esta-
dos de elegir una disociación parcial para
determinados productos (herbáceos,
vacuno, ovino) o de excluirlos completa-
mente del nuevo régimen para otros
(pagos regionales, semillas, y primas lác-
teas); b) la condicionalidad de estas mis-
mas ayudas al cumplimiento de requisitos
extra-productivos, plasmados en un rosa-
rio de normas ya en vigor; y, en fin, c) la
modulación o reducción de los importes
de las ayudas percibidas por las explota-
ciones a partir del umbral de 5.000 de
euros, a fin de reforzar el presupuesto del
desarrollo rural.

— Dos nuevos principios: a) el princi-
pio de disciplina presupuestaria, para
garantizar el cumplimiento del estricto

marco anual fijado para el gasto agrario
de los 25 con posibilidad de reducciones
suplementarias de las ayudas en caso
de sobrepasamiento de los techos prefi-
jados; y b) el principio de flexibilidad en
cuanto a su aplicación por parte de las
autoridades internas, respecto a las
fechas de entrada en vigor, los niveles
de disociación (parcial), y la posible
regionalización del nuevo régimen (con
la facultad implícita de redistribuir los
pagos disociados atribuidos a priori a los
agricultores en base a referencias histó-
ricas) (2).

Sentadas estas premisas, cabe pre-
guntarse dónde estamos en el proceso,
aún inacabado, de reforma, y a dónde
nos dirigimos. Con tal enfoque comenta-
remos los resultados obtenidos y los
retos que se atisban en el horizonte
2013, en base a cuatro grandes ejes: los
de la legitimidad externa e interna de la
nueva PAC, el de su marco financiero y,
por último, el de los condicionantes espe-
cíficos del intervencionismo agro-rural.

2. El eje de la legitimidad externa

Con las reformas de la PAC de 1992 y
1999 cuajó el paso de una política de
apoyo a los mercados fundada en los
precios de garantía a otra basada en ayu-
das directas, más transparente, orientada
a la estabilización de la renta agraria, y
complementada con medidas en favor del
desarrollo rural. Este proceso interno de
reformas fue impulsado a su vez por una
progresiva consolidación de la globaliza-
ción y apertura de los mercados agrarios,
a caballo de dos formatos institucionales:
a) el regionalismo abierto, en favor de los
países en vías de desarrollo (PVD), del
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(1) La nueva PAC se formaliza en los siguientes actos
del Consejo: 1) Reglamento (CE) 1782/2003, para las
medidas horizontales de mercados, modificado por el
Reglamento (CE) 21/2004 (DO L 5 de 9.1.2004); 2)
Reglamento (CE) 1783/2003, para el desarrollo rural; y 3)
Reglamentos (CE) 1784 a 1788/2003 para los sectores
(todos ellos publicados en el DO L 270 de 21.10.2003).
Posteriormente estos actos fueron complementados por
el Reglamento (CE) 583/2003, introduciendo los nuevos
regímenes en los adherentes (DO L 91 de 30.3.2004).
Finalmente, se han ido aprobando diferentes actos de
aplicación por parte de la Comisión: Reglamento (CE)
2237/2003 (DO L 339 de 24.12.2003) y Reglamentos
(CE) 795/2004 y 796/2004 (DO L 141 de 30.4.2004).

(2) Sobre el alcance y contenido de la reforma pue-
den consultarse: MASSOT (2003), FAPRI (2003), FAPRI-
Ireland (2003), FOI (2003), FOI (2004), INRA (2004);
MASSOT (2004) y OCDE (2004a).



que la UE hoy sería su principal paladín,
con un largo listado de acuerdos bilatera-
les (con los países ACP, de la Cuenca
Mediterránea, del MERCOSUR, etcétera)
(3) y de derogaciones unilaterales (dentro
del marco del Sistema de Preferencias
Generalizadas o de programas específi-
cos, como el Everything but Arms [EBA] );
y, sobre todo, b) el desarrollo del multila-
teralismo, a partir de los acuerdos de
Marrakech y la creación de la Organiza-
ción Mundial de Comercio (OMC), en
1994 (4).

Respecto a este último punto hay que
destacar que los fracasos de las Confe-
rencias Interministeriales de Seattle y
Cancún evidenciaron un escenario de
negociación para la Ronda del Milenio
sustancialmente distinto al de la Ronda
Uruguay: ya no se trata aquí y ahora de
ponerse de acuerdo con EEUU, como se
hizo entonces en Blair House, sino más
bien de dar satisfacción a las demandas
del conjunto de economías emergentes y
PVD, convertidos en sujetos de primer
orden del institucionalismo internacional
y reticentes a aceptar formatos (multila-
terales o bilaterales) que apenas entien-
dan otra cosa que de la apertura de fron-
teras a la libre circulación de las
mercancías industriales, los capitales y

los servicios y que, en paralelo, coarten
la liberalización de los productos agra-
rios. La creación del denominado Grupo
de los 20 (G-20) en la Conferencia de
Cancún patentiza lo que decimos, aun
cuando sea lícito preguntarse si la explo-
siva mezcolanza de países librecambis-
tas agrarios (Brasil, Argentina, Sudáfrica)
y proteccionistas industriales (India,
China, Pakistán) que hoy le da cuerpo,
podrá superar los avatares de una verda-
dera negociación multilateral que se tra-
duzca en concesiones (equilibradas) en
las áreas agraria, industrial y de servi-
cios. A estas contradicciones internas se
añade la superposición de las demandas
de los países menos avanzados, impor-
tadores netos de alimentos y especial-
mente preocupados por la seguridad ali-
mentaria y la erradicación de la pobreza
(rural), a los que también se deberá dar
satisfacción si se pretende convertir el
nuevo ciclo de negociación en una verda-
dera Ronda del Desarrollo.

Ciertamente, con la reforma de 2003 la
UE ha mejorado su capacidad negociado-
ra en la OMC y, por consiguiente, ha refor-
zado su legitimidad externa mediante la
disociación del grueso de las ayudas de la
PAC, su paralela modulación con vistas a
potenciar el desarrollo rural y, en fin, la
(leve) disminución de precios decretada
para los productos lácteos. Hay que reco-
nocer no obstante que es difícil evaluar el
margen de maniobra adicional alcanzado
con las bajadas de los precios y la diso-
ciación de las ayudas, en tanto que
dependerá de la evolución de las cotiza-
ciones internacionales y de las opciones
de disociación parcial que elijan los Esta-
dos. A pesar de ello, a falta de cálculos
oficiales de la parte de la Comisión y sin-
tetizando la diversidad de estimaciones
realizadas sobre el impacto de la reforma
(INRA 2004; Massot, 2004; OCDE,
2004a), se puede afirmar lo siguiente:

LA REFORMA DE LA POLÍTICA AGRÍCOLA COMÚN DE JUNIO DE 2003. RESULTADOS Y RETOS PARA EL FUTURO

BOLETÍN ECONÓMICO DE ICE N° 2817
DEL 27 DE SEPTIEMBRE AL 3 DE OCTUBRE DE 2004 37

COLABORACIONES

(3) Para una visión de conjunto de los acuerdos UE-paí-
ses terceros: http://europa.eu.int/comm/trade/issues/bilate-
ral/index_en.htm.

(4) El marco multilateral agrario se concreta en cuatro
Acuerdos: 1) un Acuerdo Agrícola (AA) que abarca tres
Capítulos, apoyo interno, acceso al mercado y subven-
ciones a la exportación (inscrito en la Decisión 94/800
(DO L 336 de 23.12.1994); 2) un Acuerdo sobre la aplica-
ción de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias (en inglés,
SPS - Agreement on the Application of Sanitary and Phy-
tosanitary Measures); 3) un Acuerdo sobre obstáculos
técnicos al comercio (TBT - Agreement on Technical
Barriers to Trade); y 4) un Acuerdo sobre los aspectos de
los derechos de propiedad intelectual que afectan al
comercio (ADPIC o TRIPS - Trade-related Aspects on
Intellectual Property Rights), que incluye la regulación de
las denominaciones de origen. Todo ello complementado
con un Órgano de Solución de Diferencias u OSD (DSP-
Agreement on Dispute Settlement Procedures).



COLABORACIONES

a) Respecto al ámbito del apoyo inter-
no. La UE es capaz de asumir una reduc-
ción entre un 50 y un 60 por 100 del
umbral actual de su Caja Ambar (67.159
millones de euros), a sabiendas que las
reformas recientemente aprobadas del
aceite de oliva, el algodón, el tabaco y el
lúpulo (5), al igual que las que se prevén
para frutas y hortalizas, el azúcar y el
vino en 2005, permitirían incluso una
reducción algo mayor. En cuanto a la
Caja Azul, aun contando con que aumen-
tó sensiblemente con la Agenda 2000 y
se incrementará un poco más con las
reformas mediterráneas (al traspasarse
las nuevas ayudas por superficie de la
Caja Ambar a la Caja Azul), podría redu-
cirse también de manera sustancial, entre
6.000 millones de euros (en el caso de
una disociación total generalizada) y
12.000 millones de euros (de aplicarse la
disociación parcial) (6). Con tales reduc-
ciones se cumplirían (como no podía ser
de otro modo) los compromisos inscritos
en el último documento del Presidente
del Comité de negociaciones agrícolas de
la OMC, Stuart Harbison (-50 por 100
para la Caja Azul; -60 por 100 para la
Caja Ambar) (TN/AG/W/1/Rev.1), al igual
que los de la propuesta conjunta UE-
EEUU presentada en Cancún (que se tra-

dujo en un acuerdo de reducción global
pero indeterminada de las Cajas Ambar,
Azul y los créditos bajo la llamada regla
de mínimis (7), con un límite concreto
para la Caja Azul, equivalente al 5 por
100 del valor total de la producción agra-
ria (8)).

b) Respecto al ámbito del fomento
público a la exportación. Las reducciones
de precios aprobadas para los lácteos en
2003, sumadas a las adoptadas con la
Agenda 2000, robustecen la capacidad
de negociación comunitaria en el capítulo
de las subvenciones a la exportación (9).
En estas circunstancias, una reducción
similar en volúmenes exportados a la que
se plasmó en el AA de Marraquech (-21
por 100) sería asumible, aunque someti-
da al cumplimiento de ciertas condicio-
nes. Ante todo, la progresividad en su
aplicación.Y, complementariamente, sería
necesario que: b.1) se reforzara la expor-
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(5) El Consejo, el 22 de abril de 2004, adoptó el deno-
minado Paquete Mediterráneo (Comisión, 2003c). Como
era de prever, se confirmó el principio de disociación de
las ayudas, con carácter obligatorio, si bien en algunos
casos a título parcial (aceite de oliva - 60 por 100 como
mínimo-, algodón - 65 por 100- y tabaco - 40 por 100,
hasta 2010) y en otros total (lúpulo y, a partir de 2010,
también el tabaco).

(6) Resaltemos que la reforma de la PAC tiene sola-
mente efectos en términos de composición del apoyo
interno dentro de la OMC, aunque en distinto grado en
función de las modalidades de implantación. Por el con-
trario, el apoyo comunitario global a los productores no
sufre variación: en 2002/2003 el ESP (equivalente de
subvención a la producción) se mantiene en un 36-37 por
100 de la producción, de todos modos superior al de
otros miembros de la OCDE como Canadá (20-21 por
100), EEUU (18 por 100), Australia (5-4 por 100) o Nueva
Zelanda (1-2 por 100) (OCDE, 2003b, 2004a y 2004b).

(7) En virtud de la regla de mínimis pactada en Marra-
kech el apoyo a un producto que no supere el 5 por 100
del valor de su producción no se contabiliza en las Cajas
Azul o Ambar. Destaquemos que, mientras esta excep-
ción en la UE apenas tiene importancia (con 290 millones
de euros según la última notificación a la OMC del ejerci-
cio 1999/2000 - G/AG/N/EEEC/38 - equivalente a un 0,4
por 100 del apoyo total), en EEUU se consolida, al consi-
derar que sus ayudas de emergencia tienen un carácter
general, y en 1999/2000 (G/AG/N/USA/43) abarcaba
7.434,6 millones de dólares, un 10 por 100 del apoyo
total norteamericano.

(8) La producción final agraria comunitaria ascendería
en 2003 a unos 243.030 millones de euros (OCDE,
2004b), lo que supondría para la Caja Azul un umbral de
12.151 millones de euros, perfectamente asumible con la
disociación aprobada en junio, la derivada de las refor-
mas de los productos mediterráneos (Nota 5) y las que
pudieran venir en el futuro.

(9) Según la última notificación a la OMC, la UE otor-
gó 2.591,1 millones de euros en subvenciones a la
exportación en 2000/2001, muy por debajo de los 7.448,4
millones globalmente permitidos y prácticamente circuns-
critos al azúcar y a los lácteos. Los límites impuestos en
montantes de subvención (-36 por 100 sobre el período
1995/2000) no han planteado problemas, a causa de las
reducciones efectuadas en los precios internos y la
potestad de acumular los importes no agotados anual-
mente. Por el contrario, los umbrales fijados por cantida-
des de producto subvencionado (-21 por 100) han obliga-
do a restringir los flujos.



tación de productos lácteos de alto valor
añadido; b.2) se registrara una extensifi-
cación y reducción de la oferta de vacuno
en los 15; b.3) se materializaran las previ-
siones de compras por los adherentes en
carnes (vacuno, porcino y aves) para ali-
gerar estos mercados; y, b.4) se reforma-
ra la OCM del azúcar. Sólo con tales aco-
taciones adquieren sentido las últimas
propuestas de la Comisión, proclives a
una eliminación a medio plazo de las res-
tituciones.

c) Respecto al ámbito del acceso al
mercado interno. Es bien sabido que los
precios del mercado comunitario son aún
hoy por lo general superiores a los mun-
diales. Por otro lado, las reformas de
1999 y en particular la de 2003 deberían
traducirse en una extensificación de la
producción, una disminución de la oferta
y el paralelo fortalecimiento de los pre-
cios internos. En este contexto se com-
prende la prudente propuesta presentada
conjuntamente en Cancún por la UE y los
EEUU basada en: c.1) una reducción
lineal de los aranceles y la ampliación de
los contingentes tarifarios existentes para
los productos considerados sensibles;
c.2) una reducción paralela de las llama-
das crestas arancelarias, de tal modo que
ningún derecho superara al cabo de cinco
años el 25 por 100 (fórmula llamada
«suiza»); c.3) el mantenimiento de la
cláusula especial de salvaguardia con
posibilidad de instaurar derechos adicio-
nales en caso de fuertes variaciones en
los precios mundiales y/o los volúmenes
importados; y c.4) a modo de compensa-
ción, el libre acceso a los mercados de
los países desarrollados de los principa-
les productos de los PVD y la aplicación
de un tratamiento especial y diferenciado
para estos mismos países en cuanto a la
apertura de sus propios mercados. En
suma, se pretende una apertura selectiva
y controlada de las importaciones que no

ponga en cuestión el proceso de refor-
mas en curso y que podría concretarse
finalmente en una reducción general de
los aranceles en vigor del mismo tenor
que la pactada en Marrakech (-36 por
100). Y ello contando a su vez con el
(favorable) telón de fondo de la amplia-
ción de un mercado interno con más de
450 millones de consumidores y una
demanda alimentaria mundial que, de la
mano de las economías asiáticas (China,
India, Indonesia), parece confirmarse al
alza (OCDE, 2004c).

Dicho esto, tengamos en cuenta que
en el Compromiso de la Presidencia del
Consejo de junio de 2003 se afirma tex-
tualmente que la Comisión, en su calidad
de mandataria de las CE, en sus conce-
siones no podrá ir más allá de lo adopta-
do en Luxemburgo y los nuevos márge-
nes de maniobra deberán ser utilizados a
condición de obtener compromisos simi-
lares por parte del resto de socios de la
OMC. En este contexto: a) parece difícil
alumbrar nuevos compromisos de re-
ducción del apoyo agrario comunitario
mientras EEUU, atenazados por su cita
electoral de noviembre próximo, no mue-
van ficha y sigan incrementando su
apoyo (10); b) es incongruente propugnar
la eliminación completa de las restitucio-
nes europeas con el mantenimiento de

LA REFORMA DE LA POLÍTICA AGRÍCOLA COMÚN DE JUNIO DE 2003. RESULTADOS Y RETOS PARA EL FUTURO

BOLETÍN ECONÓMICO DE ICE N° 2817
DEL 27 DE SEPTIEMBRE AL 3 DE OCTUBRE DE 2004 39

COLABORACIONES

(10) En el año 2000 el apoyo en EEUU se cifraba en
unos 20.000 dólares por productor a tiempo completo,
con un coste de 338 dólares para cada ciudadano norte-
americano, frente a los 14.000 dólares que registraba la
UE con un coste por habitante de 276 dólares (MASSOT,
2004). Por otro lado, la tendencia al alza del apoyo a los
productores en EEUU no ha dejado de consolidarse en
los últimos años hasta confluir en la aprobación de su
Farm Security and Rural Investment Act (FSRIA) en
2002, que reafirma sus pagos anticíclicos y de emergen-
cia. Un reciente informe de una Comisión de evaluación
prevista en la propia FSRIA estima que el presupuesto
global norteamericano en favor de sus agricultores en
2002 ascendió a 8.800 millones de dólares y alcanzará
una media mínima de 11.600 millones por año entre
2003 y 2007. Para mayores detalles sobre la política
agraria norteamericana en vigor, vid. USDA, (2002) y,
para una visión crítica de la misma, APAC (2003).
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otros mecanismos de fomento público de
la exportación, como los créditos, la
ayuda alimentaria externa o las empresas
comerciales estatales, que, aprovechan-
do el vacío normativo multilateral, utilizan
otros países desarrollados; o, en fin, c)
resulta ilusorio avanzar en un proceso de
institucionalización de la interdependen-
cia global si no es más equilibrado que el
actual, es decir, que no enfatice el libre-
cambismo a costa de otras consideracio-
nes no comerciales (desarrollo y lucha
contra la pobreza, seguridad alimentaria,
o salud pública).

Sin duda, con vistas a conseguir un
nuevo acuerdo agrícola en la próxima
Conferencia Interministerial de Hong
Kong (2005), la UE puede mostrar algu-
nos logros en su haber: la tangible reduc-
ción registrada por el apoyo agrario
comunitario, la resuelta apuesta efectua-
da por el multilateralismo y un regiona-
lismo abierto compatible con ella (en 
contraste al creciente unilateralismo nor-
teamericano), su defensa a ultranza de
un tratamiento especial y diferenciado en
favor de los países menos avanzados
(11), o, en fin, el que hoy sea, merced al
cúmulo de reducciones tarifarias sin límite
cuantitativo o de contingentes arancela-
rios reconocidos, la mayor zona importa-
dora de alimentos del mundo, y de lejos,
la que mayor acceso preferencial otorga a
PVD (12), con el añadido de un futuro

incremento de sus compras externas a
consecuencia de la ampliación. ¿Será
esto suficiente para satisfacer las deman-
das del resto de miembros de la OMC?
Probablemente no, en tanto que: a) la UE
continua siendo una de las zonas del
mundo que más protegen y sostienen a
su agricultura [Nota (6)]; b) se empeña en
preservar su Caja Azul, pese a su ineluc-
table carácter transitorio, así como una
parte de sus restituciones a la exporta-
ción; c) cabe esperarse incluso que se
ponga en cuestión el traspaso a la Caja
Verde de las nuevas ayudas disociadas,
calculadas como están sobre el período
de referencia 2000/2002 (13) y, sobre
todo, si son complementadas con ayudas
sectoriales (vía disociación parcial o
suplementos productivos); y, en fin, d)
una vez decaída la cláusula de paz inscri-
ta en el AA de Marraquech, hay que con-
tar con que la UE se verá confrontada a
una multiplicación del número de denun-
cias contra la nueva PAC ante el OSD
con vistas a flexibilizar su postura nego-
ciadora. Un escenario que se complica
por el endiablado entrecruzamiento de
intereses en juego: entre los miembros de
una UE-25, con muy diversas posiciones
en la producción y el comercio; entre el
multilateralismo (por la vía de la Cláusula
de Nación Más Favorecida) y los regíme-
nes preferenciales regionales, sometidos
a un claro proceso de erosión, cuando no

ALBERT MASSOT MARTÍ

BOLETÍN ECONÓMICO DE ICE N° 2817
40 DEL 27 DE SEPTIEMBRE AL 3 DE OCTUBRE DE 2004

(11) Que se concreta ya en el Programa EBA, ya cita-
do, y en algunas recientes propuestas de Comisión
(Comisión, 2004b y 2004c), presentadas ante la XI Con-
ferencia de la UNTCTAD que tuvo lugar en Sao Paulo en
junio de 2004.

(12) Hoy la UE cuenta con 85 contingentes arancela-
rios. Esta integración regional diferenciada afecta al 64
por 100 de sus importaciones agrarias haciendo caer su
protección en frontera del 30 por 100 (en términos nomi-
nales) hasta un 10,5 por 100 (en términos efectivos). Sus
importaciones agroalimentarias totales ascienden a 69,8
millardos de euros anuales, frente a los 61,6 millardos de
EEUU, los 52,8 de Japón o los 14,7 de Canadá. En este
contexto, en el año 2000 el 62 por 100 de las compras
europeas (por valor de 43,5 millardos de euros) procedie-

ron de los PVD, frente a un escueto 42 por 100 que
registraron la suma de las importaciones efectuadas por
las otras 3 grandes economías desarrolladas (Estados
Unidos, Japón y Canadá) (GALLEZOT, 2003; COMI-
SIÓN, 2003a)

(13) Las referencias históricas sobre las que se calcu-
lan los importes de las nuevas ayudas disociadas, aun
cuando pueden asimilarse a niveles de producción fija-
dos en el pasado, tal como dispone el Punto 6.a del
Anexo 2 del AA, al basarse en el período 2000/2002 pue-
den no respetar la cláusula de paz (Artículo 13.b.ii del
AA), que prohíbe taxativamente un aumento del apoyo a
un producto más allá del nivel de 1992. Véase la última
resolución del OSD sobre el algodón norteamericano (DS
267) (OMC, 2003).
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a su misma puesta en cuestión (14); y, en
fin, en idéntico sentido, entre los propios
beneficiarios de las concesiones regiona-
les europeas (por ejemplo, Mercosur vs
países ACP y del espacio euromediterrá-
neo).

A modo de conclusión, si bien la posi-
ción comunitaria cuenta con la nueva
PAC con algunas flamantes muletas,
tampoco parece que pueda llegar exclu-
sivamente apoyada en ellas a la (prime-
ra) meta prevista: la conclusión de las
actuales negociaciones comerciales en
2005. En consecuencia, precisa de una
cláusula de paz renovada sobre la que
asentar su proceso de reformas y está
prácticamente obligada a hacer valer el
carácter progresivo de cualquier rees-
tructuración de los mecanismos de políti-
ca agraria que quiera llegar a buen puer-
to y su inevitable engarce con los
cambios en los sistemas de apoyo inter-
no y externo del conjunto de países
desarrollados. Y (para decirlo sin tapu-
jos), sentado que su principal punto débil
radica en la menor competitividad (pre-
cios/costes) del conjunto de su agricultu-
ra, la UE deberá poner el énfasis en la
protección (temporal, pero suficiente) de
sus producciones más sensibles a cam-
bio de concesiones (agrarias y no agra-
rias) en favor de los PVD y las econo-
mías emergentes que les gane para su
causa. En fin, a título recapitulatorio,
¿qué puede ofrecer hoy la UE?: a) una
nada desdeñable rebaja (en torno al 60
por 100) de sus medidas de apoyo más
distorsionadoras de la producción y el
comercio (Caja Azul y Ambar); b) una

reducción importante de las restituciones
a la exportación con el compromiso aña-
dido de su total derogación a medio
plazo; c) en la esfera del acceso interno,
una reducción arancelaria general similar
a la efectuada en Marrakech, de la mano
en particular de contingentes con dere-
chos nulos o reducidos, especialmente
orientados en favor de los PVD; d) la
defensa sin paliativos de una mejor inte-
gración en el multilateralismo de las exi-
gencias de seguridad alimentaria y de
los acuerdos sobre productos tropicales;
y e) una revisión de su regionalismo que,
a la par que preserve la entrada del
grueso de los flujos de los países más
pobres, refuercen su dimensión financie-
ra en favor del ajuste estructural, la lucha
contra la pobreza y el desarrollo rural.

Adelantándonos a los más impacientes
digamos que, ciertamente, la UE debería
ir asumiendo una próxima modificación
de los actuales parámetros del Acuerdo
Agrícola de la OMC, lo que, azuzado por
el desarrollo de las zonas de libre cambio
a nivel regional, desembocaría en un
replanteamiento radical de los mecanis-
mos de la nueva PAC. En este contexto
parece obvio que cualquier medida de
fomento a la exportación no tendrá ya
cabida en el futuro. Tampoco cabe excluir
una redefinición del contenido de la Caja
Verde o la instauración de formatos de
control de los mecanismos de apoyo y
regulación de los mercados mucho más
simples y que permitan afrontar las
coyunturas de crisis según las priorida-
des y estructuras internas (por ejemplo,
fijando un determinado porcentaje de la
PFA como umbral máximo de apoyo).
Pero detenerse a analizar este hipotético
escenario equivaldría a un divagar que
(quizás) guarde cierto interés académico
pero que resulta muy alejado de la pers-
pectiva (reformista) de las políticas agra-
rias en vigor que inspira estas páginas.

(14) A los ataques que en el pasado ya recibió el sis-
tema preferencial de la banana se suman las últimas
denuncias de la India contra las concesiones inscritas en
el SPG para favorecer la lucha contra la droga en Latino-
américa y Pakistán, y las de Australia, Brasil y Thailandia
contra el régimen azucarero vigente en favor de los paí-
ses ACP (OMC, 2003).
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3. El eje de la legitimidad interna

El proyecto de Constitución Europea
aprobada por el Consejo Europeo en
junio de 2004 introduce por vez primera
la codecisión en la PAC. Aunque el texto
no sea el mejor de los posibles (Massot,
2004), es indudable que una participación
directa del Parlamento Europeo en las
decisiones agrarias contribuirá a legitimar
la gobernanza supranacional. Ahora falta
sólo esperar que los Estados ratifiquen el
texto para que entre en vigor lo antes
posible. A esta halagüeña perspectiva se
suma la nueva PAC que responde mejor
que la anterior a las crecientes demandas
sociales en favor de una agricultura sos-
tenible, capaz de preservar un medio
rural vivo, respetuosa del medio ambiente
y del bienestar de los animales, y que
garantice la salubridad y calidad alimen-
tarias. La generalización de la condiciona-
lidad y el reforzamiento del desarrollo
rural han sido los dos principales instru-
mentos utilizados para ello.

La condicionalidad se plasma en la
exigencia de una serie de criterios no
productivos para el cobro de las ayudas
de la PAC, plasmados en 18 normativas
en vigor (15). En realidad, con la condi-
cionalidad se refrenda la pérdida del
monopolio regulador que sobre la agri-
cultura ostentaba la PAC, y, de refilón, la
cada vez mayor imbricación del conjunto
de políticas comunes con la actividad
primaria y el mundo rural mediante la
progresiva aparición en el Tratado de
objetivos genéricos de carácter horizon-

tal (16) que se superponen a los objeti-
vos específicos de la PAC y del Mercado
Común Agrícola (Artículos 32 y 33 del
TCE).

Complementariamente, con la última
reforma de la PAC el presupuesto de la
política de desarrollo rural ha salido refor-
zado al instaurarse la modulación obliga-
toria de las ayudas de mercados a partir
del ejercicio 2005 (17). Los recursos
generados engrosarán la contribución
comunitaria a los programas de desarro-
llo rural (con el consecuente incremento
de los presupuestos nacionales para su
aprovechamiento). El 80 por 100 de los
montantes derivados de la modulación
quedará dentro del Estado de donde pro-
ceda y el 20 por 100 restante será redis-
tribuido a nivel comunitario según tres cri-
terios objetivos, dos agro-económicos
(superficie y empleo agrarios) y un terce-
ro de prosperidad relativa del Estado (PIB
per capita) (con un excedente adicional
para España de 47,9 millones de euros)
(AgraEurope, 2003).

Al mismo tiempo, la reforma de 2003
ha ampliado el ámbito material de la polí-
tica de desarrollo rural, reforzando sus
capítulos agroambiental y de bienestar de
los animales, y añadiendo dos nuevos
regímenes: las medidas de fomento de la
calidad alimentaria; y las medidas de
adaptación a las legislaciones vigentes
en materia de medio ambiente, salud
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(15) Las Directivas y Reglamentos conciernen a ámbi-
tos tan dispares como la conservación de aves y hábitats
naturales, la protección de aguas contra la contaminación
agraria, la identificación y registro de animales, la comer-
cialización de productos sanitarios y fitosanitarios, las
medidas de erradicación de la ESB, los principios de la
legislación alimentaria, la notificación de epizootias, o las
reglas de protección de los animales. Véase el listado
completo en el Anexo III del Reglamento (CE)
1782/2003.

(16) Por ejemplo, la protección de la salud pública
(Artículo 152.1 del Tratado), la protección de la salud, la
seguridad y los intereses económicos de los consumido-
res (Artículo 153.2), la consecución de la cohesión eco-
nómica y social (Artículo 159) o, en fin, la protección del
medio ambiente (Artículo 174.3).

(17) En su virtud, las ayudas (disociadas o no) que
perciba una explotación se reducirán más allá de una
franquicia general de 5.000 de euros en un porcentaje
único (3 por 100 en 2005, 4 por 100 en 2006 y 5 por 100
de 2007 en adelante). Se exceptúan de este régimen las
regiones ultraperiféricas y los nuevos miembros (durante
el período transitorio, por no percibir aun la totalidad de
las ayudas de mercados).



pública, sanidad animal y vegetal, bienes-
tar de los animales y seguridad en el tra-
bajo.

Finalmente, la Comisión, en su Comu-
nicación sobre las perspectivas financie-
ras de la Unión Ampliada (2007/2013)
(Comisión, 2004a), hace suyas las con-
clusiones de la Segunda Conferencia
Europea sobre el Desarrollo Rural, que
tuvo lugar en noviembre de 2003 (Salz-
burg, 2003), y se propone: a) instaurar un
único sistema de programación por Esta-
do con una amplia flexibilidad en la ges-
tión sobre la base de 3 grandes objetivos
(competitividad agraria, medio ambiente y
territorio, y diversificación y desarrollo
endógeno del mundo rural); b) crear un
único Fondo Rural (donde confluirán los
créditos hoy inscritos por este concepto
en el FEOGA-Orientación y Garantía, así
como el 50 por 100 de los proyectos LEA-
DER +); y, en fin, c) implantar un único
régimen financiero para el desarrollo
rural, con un reglamento específico.
Como resultado final, la política de desa-
rrollo rural se va a autonomizar y podría
obtener una dotación financiera que en el
año 2013 ascendería a 14.181 millones
de euros (sumada la modulación), equi-
valente a un 8,9 por 100 del Presupuesto
Comunitario (Cuadro 1-2c). Un porcentaje
levemente superior al actual (8,4 por 100
en 2002) que, sin embargo, en un 43 por
100 iría dirigido a los 12 adherentes (por
un total de 6.090 millones de euros).

Con estos mimbres, tal como hicimos
en el apartado anterior, hay que pregun-
tarse si el empeño es suficiente para legi-
timar internamente la nueva PAC. En este
ámbito las principales dudas radican en
cómo se van a aplicar la condicionalidad
y los nuevos programas de desarrollo
rural por las autoridades internas, a
sabiendas que: a) los criterios de condi-
cionalidad comportarán un incremento de
los costes de las explotaciones y, en últi-

ma instancia, las medidas previstas de
apoyo a la adaptación de las legislacio-
nes que la dan cuerpo dependerán del
interés que muestren los poderes públi-
cos en su fomento; b) los nuevos progra-
mas de desarrollo rural deberán ser
acompañados de una mayor cofinancia-
ción interna si se pretende garantizar el
principio de adicionalidad; c) una proble-
mática que se agudiza en los adherentes
(por el volúmen de recursos a gestionar y
su —hoy por hoy— limitada capacidad
administrativa) y en aquellos Estados
(como España) que, a causa de la
ampliación, deberán hacer frente a una
caída de los porcentajes de cofinancia-
ción comunitaria en las zonas no declara-
das como Objetivo 1 (incluidas aquellas
regiones que, por el denominado efecto
estadístico, dejarán de serlo a partir de
2007). De lo que se deriva un riesgo cier-
to de que, finalmente, sean sus zonas
rurales las grandes perdedoras del nuevo
escenario financiero.

Por otro lado cabe preguntarse si la
distribución del apoyo público resultante
de la nueva PAC y las perspectivas finan-
cieras 2007/2013 satisface las expectati-
vas de la sociedad europea de los albo-
res del siglo XXI. Una cuestión del tal
enjundia que, aun cuando va íntimamente
ligada a la legitimación de la futura PAC,
vale la pena tratar separadamente.

4. El eje presupuestario

Como adelantamos, el acuerdo político
de la primera rama de la autoridad presu-
puestaria de octubre de 2002 congeló la
linea directriz de la política de mercados
al nivel de 2006 para el período
2007/2013 con un leve incremento del 1
por 100 anual para aminorar el impacto
de la inflación. Posteriormente, con la
decisión de junio de 2003, la estabiliza-
ción del gasto ha tomado plena carta de
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naturaleza en la agricultura mediante la
disociación de las ayudas (calculada
como está sobre la base del período de
referencia 2000/2002) y la introducción
del principio de disciplina presupuestaria
a fin de hacer respetar los techos anuales
prefijados. Con ello se liberan implícita-
mente recursos comunitarios para otras
políticas, lo que queda perfectamente
patente en la Comunicación sobre nuevas
perspectivas financieras, ya citada (Comi-
sión, 2004a) (Cuadro 1). En resumidas
cuentas, asistimos a un reposicionamien-
to presupuestario de la PAC desde los
siguientes parámetros:

a) La agricultura se integra dentro de
una nueva rúbrica 2 (Desarrollo sosteni-
ble y protección de los recursos
naturales), al lado de la política de medio
ambiente y la pesquera (Cuadro 1, apar-
tado 2), con una nítida distinción entre la
política de mercados y la de desarrollo
rural. De lo que se desprende su crecien-
te sesgo medioambiental y ruralista, a la
par que se abren la puertas para futuros
traspasos de créditos dentro de la misma
rúbrica 2 (por ejemplo, de la agricultura
hacia el Programa Natura 2000; o de los
mercados agrarios en favor del desarrollo
rural).

b) A pesar de la ampliación, la PAC
pierde peso financiero, pasando de signi-
ficar un 45 por 100 del Presupuesto en
2006 a un 35 por 100 en 2013 (Cuadro 1,
apartado 2). Medido en términos de PIB
comunitario el gasto agrario que, recorde-
mos, en 1993 equivalía al 0,61 por 100 y
que hoy representa un 0,43 por 100,
pasará a significar el 0,33 por 100 al final
de las nuevas perspectivas financieras,
con una Unión ya a 27. De igual modo, en
2013, el 74,5 por 100 del gasto agro-rural
total nutrirá la política de mercados y ayu-
das directas y el 25,5 por 100 restante se
dedicará al desarrollo rural (Cuadro 1).

c) Los principales paganos de estos

cambios serán los créditos de mercados
de la UE-15. De un presupuesto que en
2004 ascendía a 42.769 millones de
euros (37 por 100 del total de créditos de
compromiso de la UE) se pasará a
34.397 millones en 2013 (21,8 por 100),
una vez deducidos los montantes de la
modulación obligatoria (Cuadro 1, aparta-
do 2.b). En esta misma fecha los 12
adherentes tendrán asignados 6.819
millones de euros (5.171 para los 10 y
1.648 para Bulgaria y Rumanía), equiva-
lentes a un 16 por 100 del presupuesto
total de la política de mercados.

Cara al futuro, este marco financiero
levanta sin embargo algunas dudas:

a) De entrada hay que resaltar que,
sólo para hacer frente los compromisos
derivados de la reforma y garantizar los
umbrales anuales dispuestos, el mecanis-
mo de disciplina financiera deberá inelu-
diblemente intervenir a partir de 2007. El
déficit puede hoy por hoy estimarse entre
los 2.000 (en 2007) y los 3.800 millones
de euros (en 2013). Lo que, en principio,
debería dar lugar a las correspondientes
reducciones de las ayudas en vigor si el
Consejo no prefiere, llegado el caso,
afrontar el agujero con la introducción de
la cofinanciación en las ayudas disocia-
das de la política de mercados. En estas
circunstancias cabe también preguntarse
cómo se abordarán los gastos adiciona-
les que puedan derivarse de nuevas
reformas sectoriales (muy especialmente
la del azúcar) así como de una negativa
evolución de los mercados agrarios liga-
da como está a numerosos impondera-
bles (paridad de t/$, evolución de los
precios internos e internacionales, crisis
sectoriales sobrevenidas, etcétera).

b) Para complicar más las cosas, los
Estados contribuyentes netos reiteran sus
críticas a la Comisión por entender que
se ha extralimitado con sus perspectivas
plurianuales de gasto y no cejan de situar
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los créditos de pago comunitarios por
debajo del 1,4 por 100 del PNB propues-
to, lo que, evidentemente, tendría su efec-
to en el gasto agrario global. Una deci-
sión que, no lo olvidemos, deberá ser
tomada por unanimidad en el transcurso
de 2005 y que deberá contar con unos
nuevos Estados miembros que, a priori,
difícilmente se conformarán con los crédi-
tos que les han sido asignados, conscien-
tes como son de que la disociación apro-
bada tiene como colofón la congelación
de sus ayudas sobre la base de las pro-
ducciones registradas en los años previos
a su adhesión y que no mantienen paran-
gón alguno con su número de agriculto-

res (37 por 100 del total a 25) y su peso
en la Superficie Agraria Util comunitaria
(27,7 por 100).

c) En último lugar pero no por ello
menos importante, cabe también cuestio-
narse sobre la legitimidad del apoyo diso-
ciado, en la medida que no hace sino
consolidar su actual desigual distribución
en favor de las explotaciones más gran-
des y potentes, por lo general, además,
ubicadas en las regiones más ricas
(OCDE, 2003a; OCDE 2004a, página 49).
Mencionemos que, con datos del ejercicio
2000 (Comisión, 2002a), 2,6 millones de
agricultores (equivalentes al 83,3 por 100
de los perceptores registrados) recibían
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CUADRO 1
LA PROPUESTA DE MARCO FINANCIERO 2007-2013 PARA LA UE-27

(En millones de euros a precios constantes de 2004, con deflactor del 2 por 100)

Creditos de compromiso rúbricas 2006 y % 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 y %

1. Crecimiento sostenible ............................ 47.582 59.675 62.795 65.800 68.235 70.660 73.715 76.785
(39,4%) (48,5%)

2. Desarrollo sostenible y protección de los 56.015 57.180 57.900 58.115 57.980 57.850 57.825 57.805
recursos naturales, del que ..................... (46,4%) (40,4%)
– 2.a. Medio ambiente y sector pesquero. 1.736 1.921 1.992 2.061 1.761 2.184 2.242 2.307
– 2.b. Agricultura (política de mercados y. 43.735 43.500 43.673 43.354 43.304 42.714 42.506 42.293

ayudas directas) para la UE-27, del que: (36,2%) (26,7%)
I. Bulgaria y Rumanía....................... — 380 976 1.075 1.170 1.261 1.459 1.648

II. UE-25 ............................................ 43.735 43.120 42.697 42.279 41.864 41.453 41.047 40.645
• Del que: UE-10 (adherentes) ..... 2.388 2.812 3.011 3.481 3.959 4.417 4.760 5.171
• Del que: UE-15 41.347 40.308 39.686 38.798 37.905 37.036 36.287 35.473

(34,2%) (22,4%)
III. Reducción UE-15 por la modulación (635) (879) (1.077) (1.056) (1.035) (1.015) (995) (976)

Total efectivamente disponible para la UE-15 40.712 39.429 38.609 37.742 36.870 36.021 35.292 34.497
(II - III) ...................................................... (33,7%) (21,8%)

– 2.c. Agricultura (desarrollo rural), del que: 10.544 11.759 12.235 12.700 12.825 12.952 13.077 13.205
(8,8%) (8,3%)

I. Bulgaria y Rumanía....................... — 863 1.222 1.591 1.617 1.645 1.674 1.705
II. UE-25 ............................................ 10.544 10.896 11.013 11.109 11.208 11.307 11.403 11.500

• Del que: UE-10 (adherentes) ..... 2.806 3.663 3.780 3.899 4.022 4.145 4.264 4.385
• Del que: UE-15 .......................... 7.738 7.233 7.233 7.210 7.186 7.162 7.139 7.115

(6,4%) (4,5%)
III. Incremento UE-15 por la modulación 635 879 1.077 1.056 1.035 1.015 995 976

Total efectivamente disponible para la UE-15 8.373 8.112 8.310 8.266 8.221 8.177 8.134 8.091
(II + III) ...................................................... (6,9%) (5,1%)

Total Agricultura (2.b + 2.c) .......................... 54.279 55.259 55.908 56.054 56.129 55.666 55.583 55.498
(45,0%) (35,0%)

3. Ciudadanía, libertad, seguridad y justicia 1.381 1.630 2.015 2.330 2.645 2.970 3.295 3.620
(1,1%) (2,5%)

4. La UE como actor mundial ...................... 11.232 11.400 12.175 12.945 13.720 14.495 15.115 15.740
(9,3%) (9,9%)

5. Administración......................................... 3.436 3.675 3.815 3.950 4.090 4.225 4.365 4.500
(2,8%) (2,8%)

Compensaciones..................................... 1.041 — — — — — — —

Total créditos de compromiso ...................... 120.688 133.560 138.700 143.140 146.670 150.200 154.315 158.450
(100%) (100%)

Fuente: Elaboración propia (MASSOT, 2004) a partir de las Comunicaciones COM (2004) 101 y SEC (2004) 160 de 10-2-2004.
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una ayuda anual inferior a 10.000 de
euros que a la postre sólo representaba
un 30,9 por 100 del total de las ayudas de
mercados de la PAC. Al unísono, 471.000
agricultores (un 15,2 por 100 del conjunto
de los beneficiarios) percibían entre 10 y
50.000 de euros, cubriendo el 45,3 por
100 de las ayudas. Y, finalmente, apenas
50.000 agricultores (equivalentes a un 1,6
por 100 del total) obtenían más de 50.000
de euros, con un montante total que sig-
nificaba el 23,8 por 100, en gran parte
especializados en cultivos herbáceos y
vacuno (a la sazón los sectores mejor
dotados por el Feoga-Garantía y que
componen el grueso de la disociación)
(Massot, 2004). En este contexto, la pre-
gunta principal es si los Estados, a los
que se ha garantizado con la disociación
un amago de paquetes nacionales por las
ayudas percibidas en el pasado, estarán
dispuestos a su reasignación futura a
nivel comunitario, sobre la base de nue-
vos criterios (territorio, empleo, nuevas
demandas sociales), o si, por el contrario,
preferirán redistribuirlos internamente,
como de hecho ya apunta el capítulo de
aplicación regional inscrito en el Regla-
mento (CE) 1782/2003, y, en suma, a
renacionalizar el apoyo a la renta de los
productores agrarios. Con la salvedad
que este último escenario, con el telón de
fondo de la disciplina financiera, puede
efectuarse, bajo dos formatos alternati-
vos: un régimen de cofinanciación comu-
nitario de las ayudas disociadas (que
mantendría con ello cierto carácter supra-
nacional) o un régimen de ayudas nacio-
nales (con la consecuente devolution a
los Estados de la competencia del apoyo
a la renta agraria pese al mayor riesgo
que conlleva de distorsión de la compe-
tencia). Lo que nos conduce a analizar el
último apartado de reflexión, sobre el
alcance de la regulación de los mercados
en la nueva PAC y sus instrumentos.

5. El eje del intervencionismo
agro-rural

A la luz de lo visto, la última reforma de
la PAC abre el paso a un sistema de
apoyo a las explotaciones: 1) disociado
de la producción, calculado en base a
referencias históricas y, por consiguiente,
de carácter fijo; 2) prácticamente conge-
lado en términos presupuestarios y
sometido a la tutela del principio de disci-
plina financiera; y 3) convertido en sim-
ples paquetes de ayudas en manos de
los autoridades internas con el fin primor-
dial de estabilizar el nivel de apoyo que
percibían el conjunto de sus agricultores
en el pasado.

Este modelo de apoyo, que se justifica
por su mayor orientación al mercado y su
idoneidad para hacer frente a la creciente
competitividad que se deriva de una pro-
gresiva liberalización agraria, al unísono
inspira serios temores sobre sus posibili-
dades de adaptación a la evolución de
unos mercados primarios inestables per
se, sobre su capacidad de orientación y
de regulación de los mismos, y, en último
lugar pero no por ello menos importante,
sobre su eficacia en preservar una agri-
cultura territorial viable a 27 con su miría-
da de explotaciones multifuncionales, muy
dependientes del apoyo público y espe-
cialmente expuestas a los incrementos de
costes derivados de la condicionalidad, a
las fluctuaciones de los precios, y, en defi-
nitiva, a los cambios en las orientaciones
productivas que, en principio, cabe espe-
rar de la libertad de producción instaurada
con la disociación. En otros términos, se
plantea la cuestión de si este nuevo siste-
ma de apoyo puede, y debe, constituir el
núcleo de una futura política agro-rural
común digna de tal nombre. Lo que, a la
postre, desemboca en preguntarse sobre
los instrumentos de intervención de que
dispone la UE para compatibilizar el
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modelo agrícola europeo, de producción y
de ocupación del territorio, con el fenóme-
no globalizador.

a) La PAC frente al reto de la
inestabilidad de los mercados

La agricultura es una actividad econó-
mica expuesta a unos riesgos de merca-
do con un elevado componente
sistémico, tanto por el lado de la deman-
da (estacionalidad, confianza del consu-
midor) como, sobre todo, por el lado de la
oferta (por razones climáticas o biológico-
sanitarias). La resultante es una gran
variabilidad de sus parámetros producti-
vos (en rendimientos o cantidades, cali-
dad, y costes) y, en última instancia, una
alta volatilidad de los precios y las rentas,
lo que se suma a que la capacidad de
respuesta está muy condicionada por fac-
tores estructurales (acceso a la tierra, al
agua, o a la mano de obra no familiar).

Tradicionalmente los poderes públicos
han intervenido activamente para atenuar
estos riesgos de mercado con una larga
panoplia de mecanismos de regulación
(precios de garantía con gestión pública
de existencias, medidas de orientación,
organización y control de la oferta, ayu-
das directas a la producción, al almace-
namiento, a la transformación, o a la pro-
moción comercial, etcétera). Pero a
medida que se liberalizan las políticas
agrarias, al tiempo que se van difuminan-
do estos instrumentos (tenidos por distor-
sionadores de la producción y el comer-
cio), se incrementan paradójicamente los
riesgos de crisis de mercados, mediante
la importación de la inestabilidad de los
mercados mundiales (en precios y canti-
dades). La nueva PAC, con sus restriccio-
nes presupuestarias, la práctica desapari-
ción del mecanismo de los precios de
intervención (salvo, de momento, para los

productos lácteos y el azúcar) y la con-
versión generalizada de sus ayudas
directas en un apoyo disociado de la pro-
ducción, constituye un ejemplo fidedigno
de esta evolución, bajo la presión de la
OMC y de los acuerdos regionales.

En este contexto de creciente apertura
y globalización de los mercados, la cober-
tura de la mayor vulnerabilidad de las
explotaciones por la aparición de un
acontecimiento aleatorio, se va trasladan-
do del ámbito estricto de las políticas
públicas a la esfera privada, o adquiere
formas híbridas (privatistas-públicas).
Dejando aparte la posibilidad, siempre
presente, de que las (grandes) explota-
ciones y organizaciones profesionales
prevengan sus riesgos a nivel interno
(mediante p.e. la diversificación de pro-
ducciones, la creación de provisiones
financieras, el establecimiento de existen-
cias de reserva, o, en fin, en el caso de
las cooperativas, mutualizando los pre-
cios de entrega y/o entrando de lleno en
la organización vertical de las filières), a
la hora actual se consolidan las formas
de gestión externa del riesgo (18): a) en
primer término tenemos las de carácter
contractual, mediante la toma de seguros
(de producción o de ingresos) o la utiliza-
ción de productos de la ingeniería finan-
ciera (mercados de futuros y de opciones,
u obligaciones-catástrofe - cat bonds); b)
sobre esta base se asiste asimismo al
desarrollo de programas públicos (sub-
vencionados) destinados a fomentar los
seguros (EEUU, Canadá) y la creación de
fondos de ahorro para la estabilización de
la renta (Canadá), convirtiéndolos de tal
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(18) Sobre los instrumentos más usuales de gestión
del riesgo en el sector agrario pueden consultarse:
OCDE (2000), COMISIÓN (2001), INRA (2002), HABERT
(2002), DEMETER (2004), MARTEAU (2004) y MENARD
(2004). También son útiles las páginas web:
www.rma.usda.gov (de la Risk Management Agency -
RMA norteamericana) y www.agr.gc.ca (del Gobierno
canadiense).
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guisa en verdaderas redes de seguridad
(safety net) en régimen de partenariado
público-privado; c) para el caso de pro-
ducciones perecederas con riesgos pun-
tuales y localizados de sobreproducción,
se tiende también a conferir la gestión de
las crisis de mercado a las organizacio-
nes de productores (como ocurre con los
marketing orders en EEUU para la leche
y las frutas y hortalizas, o en la UE con la
gestión de las retiradas dentro de los
Fondos Operativos hortofrutícolas); y, por
último, d) se refuerzan los dispositivos fis-
cales en favor de la renta de las explota-
ciones (mediante, por ejemplo, deduccio-
nes impositivas por inversiones o por
provisiones contables por existencias de
reserva).

Es de resaltar que en América del
Norte (EEUU y Canadá), donde las nue-
vas formas de gestión del riesgo agrario
tienen mayor predicamento, los resulta-
dos no son del todo satisfactorios, sobre
todo si su objetivo era (es) reemplazar el
sostenimiento público directo: a) de entra-
da, los seguros agrarios se mantienen a
los niveles presentes sólo gracias a que
son subvencionados (en EEUU en torno
a un 70 por 100 de su coste y en Canadá
en torno al 50 por 100) (19); b) por otro
lado, tanto los seguros como los fondos
de ahorro para la estabilización de la
renta se han demostrado hasta el
momento incapaces de afrontar las crisis
agrarias de cierta magnitud y duración
(como la crisis de precios registrada a
finales de los años 90) y, en ese contexto,
puede concluirse que, si bien pueden ser-
vir para cubrir las fluctuaciones de rentas

durante una campaña (entre la siembra y
la recolección), nunca pueden afrontar
unos resultados negativos acumulados
en varias campañas; c) en estas circuns-
tancias, son los mecanismos tradiciona-
les de apoyo público los que contribuyen
primordialmente a sostener las rentas
agrarias de un año a otro, y que, a mayor
abundamiento, en especial en EEUU, no
han dejado de ganar peso desde 1996,
bajo diferentes formatos (ayudas directas
por calamidades naturales, marketing
loans, ayudas disociadas, ayudas de
emergencia, pagos anticíclicos, o pagos
de la Non-Insured Assistance Program)
(20); d) ligado a esto último, el campo de
acción de los seguros de renta, tanto en
EEUU como en Canadá, se concentra en
las producciones a la vez más beneficia-
das de ayudas directas, los grandes culti-
vos (es decir, cereales, oleaginosas, y
algodón, en EEUU cubriendo casi el 80
por 100 de la superficie cultivada), mien-
tras quedan prácticamente como el único
apoyo público para el resto de produccio-
nes (frutas y hortalizas, producciones ani-
males); e) en cuarto lugar, como ocurre
con cualquier modalidad de intervención
pública, incentivan la siembra de superfi-
cies y la producción de determinados cul-
tivos a costa de otros, lo que plantea pro-
blemas de compatibilidad con las reglas
de la OMC, hasta el punto que han sido
tradicionalmente notificadas como medi-
das generales de apoyo dentro de la Caja
Ambar, pero para luego inmediatamente
aplicarles la regla de mínimis [Nota (7)] y
exonerarlas en consecuencia de cual-
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(19) A modo de muestra,en 2001 los agricultores nor-
teamericanos pagaron 1.188 millones de dólares en pri-
mas de seguros de cosecha o de renta, percibiendo unas
indemnizaciones de 2.960 millones (con una ganancia
neta de 1.772 millones). Y en 2002 pagaron 1.175 y obtu-
vieron 4.063 (con un beneficio, a cargo del presupuesto
público, de 2.888 millones) (DEMETER, 2004, página 22).

(20) En 2003, con un apoyo global cifrado en 25.663
millones, las subvenciones a los seguros alcanzaron los
3.332 millones, el 13 por 100 del total. Para 2004 se
prevé que significarán 4.034 millones de dólares (DEME-
TER, 2004, pp. 23-24). En suma, el coste para el erario
público de los programas de fomento de los seguros
registra un continuo aumento en EEUU, a causa del
incremento de las superficies aseguradas y del alza de
los porcentajes de subvención de las primas.



quier reducción; y, para terminar, f) se
observa que son instrumentos muy ine-
quitativos, idóneos exclusivamente para
aquellas grandes explotaciones, o socie-
dades, con una elevada capacidad finan-
ciera y con mayor número de hectáreas
como beneficiarias potenciales.

A estos inconvenientes que traslucen
las experiencias norteamericana y cana-
diense, se suman otros, específicos de la
UE, que condicionan su margen de
actuación en la gestión del riesgo ligado
a los mercados: a) por un lado, cualquier
nuevo mecanismo supranacional de polí-
tica agraria se ha de integrar en el restric-
tivo marco presupuestario hoy existente y
alimentarse en suma del único medio de
redistribución del apoyo interno en vigor
(la modulación), lo que, en última instan-
cia, levanta serias dudas sobre su capaci-
dad de afrontar riesgos de cierta amplitud
y, por definición, imprevisibles; b) la UE
se ve impelida a excluir de su campo de
acción el uso de disposiciones fiscales,
cuyas competencias recaen aún en los
Estados y requieren, hoy por hoy, de la
unanimidad en el Consejo para ser armo-
nizadas a nivel comunitario; c) los meca-
nismos estrictamente financieros (como
los mercados de futuros y opciones) pre-
cisan de unos mercados de esta índole
muy desarrollados y una especial cultura
del riesgo entre los operadores agrarios
que, de momento, no predominan en el
Viejo Continente; d) por su parte, los
seguros agrarios en la UE se atienen en
la actualidad a muy diversos formatos
nacionales que van, desde los regímenes
estrictamente privados en algunos países
(pólizas multirriesgo para las explotacio-
nes), hasta los potentes programas de
fomento de los seguros de producción en
los países mediterráneos, pasando por
medidas de apoyo más puntuales en
otros (para algunos sectores afectados
por catástrofes), lo que dificulta su con-

versión en instrumentos comunes de
regulación de los mercados; y, por último,
e) la UE no parece que esté dispuesta a
jugar subrepticiamente con la regla de
mínimis para respaldar sus medidas de
emergencia y de fomento de los seguros,
como lo han hecho EEUU.

Pese a estas acotaciones, es evidente
que, al igual que ocurrió tras la FAIR Act
norteamericana, con la nueva PAC los
agricultores europeos se verán cada vez
más expuestos a los riesgos de unos
mercados más abiertos y globales. Por
consiguiente, la pregunta a responder es
¿en qué condiciones se pueden incorpo-
rar unas nuevas medidas de gestión de
crisis con carácter común?. En una
Declaración de la Comisión anexa a las
Conclusiones del Consejo de junio
(Council, 2003a), se avanzó la presenta-
ción de un informe antes de 2005 sobre
las posibles acciones a aplicar para el
caso de crisis de mercados, sanitarias o
provocadas por catástrofes naturales.
Más en concreto, se apuntaba el análisis
de la utilización de un 1 por 100 de la
modulación para la financiación de tales
medidas que se introducirían en los
Reglamentos de base de las OCM. Sobre
estos fundamentos, el Consejo aprobó el
17 de diciembre de 2003 unas Conclusio-
nes sobre gestión de riesgos en agricultu-
ra donde se reiteraba su interés por esta
temática (Council, 2003b). A la espera de
que, antes de 2005, la Comisión presente
su informe, y teniendo en cuenta los lími-
tes antedichos de la acción supranacio-
nal, podemos ya adelantar algunas con-
clusiones.

Desde una perspectiva comunitaria la
opción más deseable sería la creación de
un fondo de estabilización de la renta para
crisis agrarias, sanitarias y climáticas, que
se convertiría en un instrumento más de
gestión de los mercados en el seno de las
OCM bajo la forma de ayudas, transitorias
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y degresivas, a título compensación par-
cial de las pérdidas de renta registradas,
o, incluso, intervenciones de mercado
para su distribución inmediata como
ayuda alimentaria interna. Este fondo
podría alimentarse de un porcentaje adi-
cional de la modulación sobre las ayudas
(asociadas y disociadas) de mercados
que, no obstante, para ser mínimamente
efectivo, debería ser muy superior al 1 por
100 esbozado por la Comisión en su
Declaración de junio de 2003 (21). Si la
envergadura del sacrificio financiero no
fuera suficientemente problemática, se
añadirían al menos cuatro cuestiones
trascendentales, a priori de difícil respues-
ta: a) cómo compaginar los programas
nacionales de fomento de los seguros
agrarios ya existentes con este régimen
comunitario; b) cómo hacer frente con un
mecanismo común a crisis que, la mayor
parte de las veces, tendrán una incidencia
nacional, regional o local, y se circunscri-
birán en particular en el Sur (tanto por la
variabilidad del clima mediterráneo como
por su especialización en producciones
sin apenas apoyo directo: por ejemplo, fru-
tas y verduras, vino); c) cómo incorporar
el nuevo mecanismo en las agriculturas
de los adherentes sabiendo que, de
momento, la modulación no les es aplica-
ble durante el período transitorio; y d)
cómo compatibilizar este fondo de garan-
tía de la renta en el seno de la OMC, den-
tro de la Caja Verde, sin invocar la regla
de mínimis.

Alternativamente, cabría también refor-
zar la líneas de promoción comercial para
situaciones de crisis, crear en las OCM
menos dotadas (porcino, aves, frutas y
hortalizas) fondos o cajas de reparto
(péréquation) nutridas a partes iguales
por los poderes públicos (comunitarios e
internos) y los productores, o, en fin, dar
cuerpo dentro de los programas de desa-
rrollo rural a un capítulo dedicado especí-
ficamente a la lucha contra las crisis
(donde se integrarían acciones de promo-
ción comercial y transformación, indemni-
zaciones por reestructuración o reducción
del capital productivo, o, incluso, medidas
de fomento público de los seguros agra-
rios) a utilizar por los Estados que así lo
deseasen bajo las condiciones, tempora-
les y materiales, que se impusieran a
nivel comunitario (aunque ello, en última
instancia, podría significar el desvestir un
santo para vestir otro, reconozcámoslo).Y
si se desechasen todas las opciones
anteriores, sólo quedaría la posibilidad de
revisar el sistema de ayudas nacionales
para calamidades naturales permitiendo
el libramiento de complementos naciona-
les a las intervenciones comunitarias hoy
en vigor (por ejemplo, retiradas de frutas
y hortalizas, hoy restringidas según las
OPAS; medidas facultativas de destilación
con un precio común de desencadena-
miento que no siempre es el idóneo para
todas las zonas vitivinícolas).

b) La PAC frente al reto de la defensa
de la agricultura territorial

Como ya avanzamos, la nueva PAC, con
un apoyo disociado de la producción, con-
gelado en términos financieros, y en un
escenario de precios de mercado a la baja
y cada vez más volátiles, puede traducirse
en el abandono o la caída masiva de la acti-
vidad productiva de las zonas con mayores
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(21) Sabiendo que con la modulación actualmente en
vigor está previsto obtener en torno a 1.000 millones de
euros con un porcentaje de reducción del 5 por 100
(Cuadro 1), éste sería el montante anual disponible para
combatir las crisis agrarias con un esfuerzo similar. Aun
cuando se decidiera que este fondo fuera cofinanciado y
se duplicaran en consecuencia sus recursos, se estaría
aún muy lejos del apoyo público que hoy EEUU otorgan
a sus programas de seguros (4.000 millones de dólares)
[Nota (20)], a pesar de que el valor de la producción final
agraria a un lado y otro del Atlántico son comparables
(OCDE, 2004b).



hándicaps estructurales, a fin de reducir los
costes variables. En estas circunstancias
cabe interrogarse sobre cómo defender una
agricultura territorial que constituye el sus-
tento de la multifuncionalidad y la sostenibi-
lidad del mundo rural europeo. Por otro
lado, el territorio aparece como un referente
instrumental alternativo a una disociación
hoy basada en simples referencias históri-
cas y condenada a confrontarse en el largo
plazo, cuando la libertad de producción
imponga su ley y los montantes de apoyo
ya no se correspondan con las produccio-
nes que los justificaron, con problemas de
competencia desleal respecto a los agricul-
tores especializados en idénticos productos
y niveles de apoyo muy inferiores.

Poner al territorio como centro de una
nueva política (¿agro-rural?) tiene a su vez
ventajas desde el punto del diseño de un
nuevo modelo de apoyo, más coherente,
legítimo y equitativo (Bodiguel, 2003; Regi-
dor, 2003; Massot, 2003b, Massot, 2004):
b.1) en la medida que la superficie constitu-
ye la base material de las explotaciones,
un enfoque territorial permite subsumir en
su seno el tratamiento de los problemas
estructurales (abandono de explotaciones,
instalación de jóvenes, reparto de los dere-
chos de producción, etcétera) así como
concretar la problemática de la sostenibili-
dad; b.2) al mismo tiempo, en tanto que se
les reconoce un apoyo específico, se valo-
rizan los bienes y servicios, productivos y
no productivos, que suministran las explo-
taciones a la sociedad y muy especialmen-
te al territorio adyacente (en términos de
empleo, gestión del espacio, vitalización
del mundo rural circundante, entrega de
productos específicos a la transformación,
consolidación del cooperativismo, etcéte-
ra); b.3) a su vez, facilita un tratamiento
diferenciado de carácter geográfico (v.g.
distinguiendo las zonas desfavorecidas, de
montaña, con hándicaps específicos, o
aquellas con recursos naturales dignos de

salvaguardia), materializando además el
principio de cohesión territorial inscrito en
el Tratado (Artículo 16); b.4) en la medida
que el apoyo se zonifique se posibilita una
política contractual, así como una gestión
descentralizada (más coherente con la
estructura política de los Estados comple-
jos); b.5) un apoyo con un enfoque territo-
rial no se opone a las exigencias de diso-
ciación de la OMC sino más bien las
subsume en tanto que, recordemos, el
Anexo 2 del AA [Nota (4)] ya menciona
dentro de la Caja Verde, en su calidad de
externalidades positivas, la función medio-
ambiental de la agricultura (punto 12) y la
función de la ordenación y de ocupación
del espacio mediante ayudas regionales a
zonas desfavorecidas (punto 13); y por últi-
mo, pero no por ello menos importante,
b.6) no puede olvidarse que el Punto 6.a
del Anexo 2 dispone la posibilidad de utili-
zar otros criterios de disociación como la
renta, la calidad del productor o propietario
fundiario, o el uso de factores (AA, p. 23).
En este contexto, la pregunta del millón es
¿cómo llegar a implantar este nuevo mode-
lo de apoyo a la agricultura territorial tras el
acuerdo del Consejo del mes de junio?:

a) En primer término se podrían exten-
der, de manera imperativa, las modalida-
des de redistribución de los pagos diso-
ciados que ya se apuntan en el Título II,
Capítulo 5, del nuevo Reglamento (CE)
1782/2003, dedicado a la aplicación regio-
nal, y que, por otro lado, va a ser aplicado
en un buen número de Estados (22). En
ese sentido, se podría convertir una parte
de los pagos únicos por explotación en un

LA REFORMA DE LA POLÍTICA AGRÍCOLA COMÚN DE JUNIO DE 2003. RESULTADOS Y RETOS PARA EL FUTURO

BOLETÍN ECONÓMICO DE ICE N° 2817
DEL 27 DE SEPTIEMBRE AL 3 DE OCTUBRE DE 2004 51

COLABORACIONES

(22) Se han inclinado por dividir las dotaciones nacio-
nales de ayudas disociadas por regiones: Alemania, Bél-
gica, Dinamarca, Finlandia, Suecia y Reino Unido. En
cuanto a España, pese a que la Ley de Medidas de
Acompañamiento a los Presupuestos Generales del
Estado de 2004 (BOE 313 de 31.12.2003) dispuso una
aplicación única de carácter estatal, hay que esperar su
confirmación o modificación por el nuevo Gobierno surgi-
do de las urnas en marzo pasado. Por otro lado, algunos
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pago uniforme o ayuda base por Ha que
vendría a remunerar la función de la ocu-
pación del espacio y el mantenimiento de
las tierras en buenas condiciones agronó-
micas, y que podría cifrarse en el nivel
más bajo de los existentes a nivel comuni-
tario. Recordemos, además, que la aplica-
ción del régimen disociado en los adhe-
rentes se fundamenta por lo general en
ayudas uniformes a la Ha, justificadas for-
malmente por la imposibilidad de calcular
en ellos los pagos disociados a partir de
referencias históricas (2000/2002) (23).
Con lo que, de seguir la vía que aquí plan-
teamos, se estaría de soslayo posibilitan-
do la convergencia de las dos PAC hoy
existentes, en el Este y el Oeste de la UE.

b) Una vez definido un montante base
por Ha cabría utilizar, con ligeras adapta-
ciones, dos mecanismos ya existentes,
para su completa consecución: la modu-
lación obligatoria (que podría pasar de
ser por explotación a ser por Ha, exclusi-
vamente aplicada sobre los pagos diso-
ciados a partir de cierto montante); y/o el
progresivo incremento y posterior reparto

de la reserva nacional de ayudas disocia-
das.

6. A modo de epílogo: en defensa
de una política agro-rural común

En los apartados anteriores hemos
visto que la PAC, basada antaño en la
Organización Comun de los Mercados,
puede perder su carácter común y su
capacidad de orientar y regular los merca-
dos con el nuevo diseño del apoyo a las
explotaciones aprobado en junio por el
Consejo. Sin duda las decisiones de
Luxemburgo marcan un punto de inflexión
en un proceso de reforma de la PAC ina-
cabado de por sí. En realidad, tras los
acuerdos de reforma de los productos
mediterráneos de abril de 2004, nos
encontramos aún en la primera fase del
cambio. En 2005, aparte de formalizarse
el nuevo marco financiero agrario para el
período 2007/2013, y, eventualmente,
conocerse el nuevo Acuerdo Agrícola de
la OMC y concretarse un sistema común
de gestión de riesgos, se afrontarán las
reformas de la política de desarrollo rural,
y de las OCM del azúcar, de las frutas y
hortalizas, del plátano, y del vino. Y, más
allá de esa fecha, existe el compromiso
de presentar una larga ristra de infor-
mes (24) que, sumados a las exigencias
de la disciplina financiera a partir de 2007,
con toda seguridad darán lugar a nuevas
propuestas. Con esta perspectiva, si se
quiere descarta la renacionalización pau-
latina del apoyo agrario comunitario, cabe
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de los Estados que han apostado por una aplicación
regional se decantan a su vez por unos «modelos híbri-
dos» (en base a los Artículos 59.3 y 63.3 del Reglamento
(CE) 1782/2003) redistribuyendo tan sólo una parte de
las ayudas disociadas, es decir, una parte de ellas se
fundan en las referencias históricas individuales y otra
hace uso del régimen simplificado con una ayuda-base
regional por Ha (hoy por hoy, Alemania, Dinamarca, Fin-
landia, Inglaterra e Irlanda del Norte) (MASSOT, 2004).

(23) Excepto Malta, los otros nueve adherentes pon-
drán en marcha un régimen de pago único por superficie
hasta finales de 2006, con dos posibles renovaciones
anuales, lo que les lleva al año 2008 como muy tarde. De
este modo, las ayudas (que, recordemos, serán inicial-
mente equivalentes al 25 por 100 de las de los 15 para
irse incrementando paulatinamente hasta converger total-
mente al final del período transitorio) se distribuirán a
tanto alzado, mediante unas clave de reparto a fijar por
las autoridades internas en función de las producciones
declaradas. En consecuencia, Malta, por basarse en el
sistema de pago clásico, deberá pasar al régimen de
pago único por explotación establecido con la reforma en
2007 a lo más tardar. Y los nueves restantes lo harán en
principio en 2009 si no prefieren hacerlo desde 2005,
amparándose en la similitud entre ambos regímenes.

(24) De acuerdo con lo dispuesto en el Reglamento
(CE) 1782/2003 se prevé la presentación de los siguien-
tes informes: para el 31.12.2006 a más tardar, sobre la
aplicación del régimen de cultivos energéticos (Artículo
92); para el 31.12.2007, sobre la condicionalidad de las
ayudas (Artículo 8) y la utilización de las tierras bajo el
régimen regional (Artículo 60.8); para el 31.12.2009 a
más tardar, sobre la aplicación de la disociación parcial
(Artículo 64.3); y para el 31.12.2010, sobre la aplicación
del sistema de asesoramiento a las explotaciones
(Artículo 16).



alternativamente instaurar en el medio
plazo una política agro-rural común que,
según lo esbozado, podría asentarse en 3
ejes:

a) Un marco de regulación vertical o
sectorial (en el seno de las respectivas
OCM) que se materializaría en: a.1) una
red de seguridad de precios complemen-
tada con una selectiva protección en fron-
tera y un fondo de estabilización de la
renta capaces de hacer frente a las recu-
rrentes crisis de los mercados; y a.2)
suplementos específicos a la producción
y ayudas directas bajo disociación par-
cial, normas de calidad, y ciertas medi-
das de reconversión y control de la oferta
(set aside) destinados a orientar la evolu-
ción de los mercados.

b) Un marco de regulación horizontal,
a partir del Reglamento (CE) 1782/2003,
que se basaría en un modelo de apoyo
disociado y territorializado, del tenor del
antes propuesto.

c) Una política de desarrollo rural más
simple, ya formalmente autónoma de la
política de mercados, y orientada primor-
dialmente a las regiones declaradas
como Objetivo 1.

Con tales mimbres entendemos que se
preservaría la capacidad de orientación y
de regulación de los mercados agrarios
por los poderes públicos, se mantendría
una política agraria de carácter suprana-
cional a 27 o más miembros, y, en fin, se
compatibilizarían las exigencias producti-
vas y territoriales del mercado comunita-
rio con los requerimientos comerciales
externos, bilaterales y multilaterales.
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